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Introducción

La consolidación del Estado mexicano posrevolucionario es inconcebible sin entender los acuerdos y pactos que se establecieron con las distintas fracciones sociales, particularmente en el agro, de allí las formas institucionales y legales que se generaron para producir y crear las condiciones de producción en el campo mexicano. El pacto posrevolucionario permitió concebir una vía mexicana para la transformación de la producción agrícola, sustentada hasta ese momento en las grandes haciendas porfiristas y su compleja relación con la explotación tradicional de la tierra comunal y minifundista. En esta perspectiva, el artículo 27 de la Constitución, marco legal para la explotación de la tierra y el agua en México, es la expresión de la amalgama de tendencias prevalecientes que, a lo largo de los años, irán consolidando los mecanismos y acuerdos institucionales que dieron curso a la Reforma Agraria en el país. En los últimos años hemos vivido las transformaciones a este marco legal-institucional que modifica significativamente las relaciones productivas y establece las condiciones para la liberalización de los mercados de la tierra y el agua en el país (Salinas de Gortari, C. 1991; Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos [sarh], 1991).

El significado, trascendencia e impacto de estos cambios aún debe analizarse. Sin embargo, la situación actual del campo mexicano enfrenta una de las transformaciones más profundas y drásticas de su historia contemporánea. Es precisamente en este contexto que se localiza el interés de este libro, cuyo principal objetivo es contribuir a explorar estas transformaciones.

Para situar nuestro interés partimos de una primera premisa general: lo que en la actualidad está sucediendo en el México rural es un proceso que tiene que ver no sólo con la concreción de un proyecto y con una construcción histórica de lo que hasta ahora ha sido y conocemos como el Estado-nación mexicano, y el papel que en ello jugó “el campesinado” y las distintas fracciones sociales encargadas de la producción agrícola en el país; sino, también, con el proceso de reestructuración requerida para su reinstalación como “Estado-nación” en un marco global más amplio, en el cono norte de América, y el disciplinamiento que se le impone a México para lograrlo. 

En esta perspectiva nos preguntamos ¿de qué manera se refleja esa situación en las zonas rurales y agrícolas del México actual? Consideramos que el análisis de estos procesos, producto de la expansión de las relaciones sociales y del mercado mundial, no se agota en los análisis tradicionales de la tendencia creciente a la descomposición de los sectores campesinos preexistentes. La complejidad del proceso abarca al conjunto de relaciones conformadas en los últimos ochenta años y se expresa en la red social de los diferentes sectores sociales involucrados: el campesinado, el proletariado urbano, la burguesía, entre otros; es decir, de todo el andamiaje que da sustento a lo que se ha llamado el régimen político mexicano posrevolucionario. En los últimos veinte años esta red social, particularmente en el campo mexicano, entra en crisis.

Dar cuenta global de la crisis y sus transformaciones sociales es una tarea que nos rebasa, de allí que hemos decidido centrar nuestro análisis en el espacio de los distritos de riego en México, por la particularidad de los mismos y por el carácter y la determinación productiva con que nacen. Asimismo, en ellos se concentran elementos adicionales que no los tiene la gran mayoría del México rural. A diferencia del resto del México rural, todos los factores de la producción en los distritos de riego son expresión del despliegue del proyecto del Estado-nación mexicano.[1]

En todo lo que es el poblamiento rural, los grandes atractores del México rural fueron los distritos de riego, que representaban la importante inversión que el pacto nacional incentivó y a través del cual el Estado volcó grandes montos de dinero para construir 3 000 000 ha bajo riego que tiene México en distritos de riego. El resultado objetivo de esta gran obra de infraestructura hidroagrícola fue el poblamiento de los territorios que tenían muy baja densidad poblacional y una de las infraestructuras de riego más importantes en el mundo. En México existen alrededor de 20 y 25 millones de hectáreas cultivables con una superficie cosechada de entre 18 y 22 millones de hectáreas por año. La superficie de riego es de 6.4 millones de hectáreas y, de ésta, el 54 por ciento de la superficie corresponde a 85 distritos de riego y el 46 por ciento restante a más de 39 000 unidades de riego. La productividad en el área de riego es 3.7 veces mayor que la de temporal por lo que representa más de la mitad de la producción agrícola nacional. Lo anterior significa que alrededor del 25 y 30 por ciento de superficie cultivable corresponde al subsector riego, sin embargo, si consideramos el valor de la producción en este subsector, vemos que éste representa más del 50 por ciento de la producción sectorial (Conagua, 2007). Surgen así las brigadas de construcción para la producción de agua, que tienen una importancia enorme en la conformación del México posrevolucionario. Esto implicó, también, la consolidación de toda una institucionalidad que permitió la generalización de esta tarea, otorgando una fuerza histórica muy importante a la fracción constructora que encabeza el proceso. 

Después de la Revolución mexicana prevaleció una importante tensión en el ámbito rural, la fuerza atractora de los territorios que se abren al cultivo juega un papel importante en la descompresión de ese ámbito. Contribuyó, además, a la formación de nuevas fracciones de la burguesía, no sólo de los constructores sino también de los que se beneficiaron con las inversiones, los mercados de tierras y la producción. Por otro lado, a las fracciones preexistentes les planteaba una nueva alternativa de paz, se les ofreció tierra con riego y, de igual modo, les movilizaba un poblamiento que les descomprimía la presión en los territorios densamente poblados. Asimismo, la apertura al riego abría las posibilidades del tránsito poblacional en un espectro territorial muy amplio, localizado fundamentalmente en el noroeste de México, colindante con Estados Unidos de América, condición previa y necesaria para la creación de los poblamientos que posibilitaron, posteriormente, los movimientos migratorios a Estados Unidos de América (Aboites, 1995). Esto, de hecho, ha permitido contar no sólo con un espacio geográfico que canalizó la presión por la tierra en las regiones más pobladas sino, también, con una reserva territorial, Estados Unidos de América, para la presión laboral ocasionada por el crecimiento demográfico del resto del país. 

Estos territorios se constituyen así en una reserva excepcional de fuerza de trabajo tanto para la zona de riego como para toda la región que conforma la frontera agrícola del riego en México. Como todo el México rural, los distritos de riego son, a su vez, un gran reservorio de fuerza de trabajo estacional, migrante para la expansión económica del cono norte del continente americano. Nada de lo que sucedió en las zonas rurales en México sucedió subordinado a los procesos inmediatos de estas zonas, sino, fundamentalmente, a partir de que formaba parte de un sistema macro mucho más sustantivo. Es decir, el proceso de desarrollo del México rural, permanentemente presupuso la pertenencia a un sistema macro. 

Por otro lado, los distritos de riego son la expresión más acabada de lo que fue la producción agrícola altamente regulada y subsidiada en el país, lo que nos da una excepcional oportunidad para analizar lo que sucede cuando ésta se transforma, la crisis que desencadena en estos territorios y el modo en que afecta a las identidades sociales conformadas a lo largo de los últimos setenta años. Nos interesa analizar el proceso que se abre con la desestructuración de las instituciones gubernamentales y productivas, producto de los gobiernos posrevolucionarios que permitieron la conformación y reproducción de las relaciones sociales en el ámbito rural. Por ello, resultan un espacio idóneo para los fines de nuestro análisis. Centraremos nuestro interés precisamente en los procesos que atraviesan los principales distritos de riego del país, particularmente los del noroeste de México, a partir de las políticas de modernización y transferencia de los distritos de riego con el gobierno de Salinas de Gortari. 

La política de modernización del proyecto neoliberal plantea, en apariencia, problemas que han sido abordados por especialistas e investigadores y discutidos en momentos anteriores, como es el de transformar a los minifundios “ineficientes” en energía empresarial, individual o asociada, capaces de asumir la reconversión productiva e insertarse en el mercado mundial. Sin embargo, sostenemos que la dimensión y el significado del proceso que ahora enfrentamos tienen un carácter de drasticidad no vivido con anterioridad en este sector desde la Revolución mexicana. 

En esta perspectiva, asumimos que lo que el campo mexicano expresa a finales del siglo xx y principios del xxi es una década de desestructuración sistemática de las relaciones institucionales y sociales que lo conformaron a lo largo del periodo anterior y que se manifiesta en la descapitalización, incertidumbre, desesperanza y conflicto de los productores agrícolas del país, tanto del sector ejidal como de la pequeña propiedad, dando como resultado, entre otros aspectos, la crisis de las identidades sociales tradicionales del campo mexicano, los ejidatarios y la pequeña propiedad. Llevó aproximadamente sesenta años la construcción de la infraestructura económica, productiva, material, tecnológica, institucional y social para que el sector agrícola cumpliera su función, en el marco de los modelos de sustitución de importaciones y de desarrollo estabilizador, y bastaron diez años de políticas de ajuste sectorial para transformarlo drásticamente. 

Un problema adicional que se desprende de lo planteado hasta ahora es: ¿qué sucede con los actores sociales tradicionales del campo cuando su base social de reproducción, productiva e institucional, desaparece? Los actores agrarios tradicionales: ejidatarios, comuneros, colonos, pequeños propietarios fueron construidos en un largo proceso en el que se generaron las instituciones sociales, productivas y gubernamentales que permitieron su reproducción y expansión. Sin embargo, sostenemos que antes de que tuvieran un pleno desenvolvimiento histórico-social, entra en crisis el modelo que los sustentaba y se inicia un proceso de desorganización creciente de las relaciones preexistentes. El tema particular que nos ocupa en este libro es, precisamente, analizar este momento de desorganización acelerada de la producción, los productores y las instituciones de los distritos de riego, con el objeto de ver con qué magnitud se expresa el proceso de desestructuración en el ámbito de los distritos de riego. Nuestra hipótesis —como se ha esbozado anteriormente— es que a partir de la desestructuración de las instituciones sociales, productivas y gubernamentales que permitieron la reproducción y expansión de los actores sociales rurales tradicionales, particularmente ejidatarios y pequeños propietarios, se va a desencadenar un proceso de crisis en estos grupos sociales, debido a que dichas instancias, y las relaciones sociales establecidas entre ellas y los actores, son alteradas y desarticuladas por las políticas de modernización y transferencia del sector hidroagrícola en el país. 

Para la organización y exposición de nuestro trabajo partimos de las siguientes hipótesis: el proceso que actualmente observamos en los distritos de riego del país no es el que expresa un periodo de transición de una agricultura regulada por el Estado hacia otro de competencia empresarial con libre participación en el mercado que le permita su inserción en las nuevas condiciones y en el nuevo ámbito territorial, sino un proceso que enfrenta un periodo de desorganización generalizada de las relaciones preexistentes caracterizado por: 



a)Las transformaciones planteadas con la política de modernización disuelven las bases jurídicas, institucionales y sociales en las que se sustentaba la reproducción social de los actores agrarios tradicionales. En consecuencia, se transforma el marco social, institucional y territorial en el que se generan las relaciones productivas en el campo mexicano. 


b)Esta transformación, y la incertidumbre que trae consigo, tiene como resultado una creciente expulsión y pauperización de la población usuaria y productora de los distritos de riego. 


c)La relocalización productiva en las nuevas condiciones de mercado y las exigencias empresariales que impone a la población productora, es posible para una población minoritaria de los distritos de riego, mientras que la gran mayoría se encuentra en una situación de aislamiento, desarticulación y crisis de las instancias de representación, fragmentación y desconocimiento de los procesos productivos, de los mercados, de los recursos financieros, etcétera, que los enfrenta a la imposibilidad de acceder a las innovaciones tecnológicas y, por ende, a la competitividad a escala mundial. 


d)Ausencia de instancias y formas sociales que permitan el acceso a la información y a los recursos necesarios para la reactivación productiva. 


e)Alta variabilidad y heterogeneidad en las formas de organización de la producción, así como diversificación de las estrategias productivas en el nivel de las unidades de producción que permiten a un número cada vez más estrecho de productores, en diferentes estratos productivos, enfrentar la descapitalización sectorial, reproducir y mantenerse en la actividad. 



Con el objeto de explorar el proceso de desestructuración de las relaciones sociales e institucionales de los distritos de riego en el país y la manera en que esto afecta a las fracciones sociales conformadas en estos territorios en los últimos setenta años y avanzar en una explicación del mismo, hemos dividido la exposición de nuestro trabajo en los apartados siguientes: 

En el capítulo I hacemos un breve recuento de los aspectos centrales de la Reforma Agraria en México, cómo se fue generando el marco legal-institucional para el sector agrícola a lo largo del tiempo y qué fue de la Reforma Agraria en México, expresión central del pacto fundante del México posrevolucionario. 

En el capítulo II exploramos los antecedentes históricos de la política agrícola en México, particularmente la de riego; también se analiza qué es lo que se transforma y en qué ámbitos se altera de manera sustantiva la relación Estado-producción agrícola. 

En el capítulo III tomamos a los distritos de riego, ejemplificando con diez de los principales del país, localizados en diferentes regiones, y analizamos los principales procesos que los atraviesan; hacemos la caracterización socioproductiva de los mismos, el comportamiento del mercado de tierra y del mercado laboral, los patrones de cultivos, las formas de financiamiento y los recursos tecnológicos; también hacemos una primera caracterización sociodemográfica de los productores de los distritos de riego y finalizamos con un intento de agrupamiento de los distritos en relación con sus características estructurales y socioproductivas. 

En el capítulo IV analizamos los ámbitos socioproductivos e institucionales que se transforman y el carácter de la crisis de las fracciones sociales tradicionales tanto en el ámbito productivo como en el institucional. Ejemplificando con la información de los diagnósticos realizados en un total de 23 distritos de riego. 

Finalmente, en las conclusiones (capítulo V), aventuramos una explicación tentativa, a partir de un conjunto de hipótesis que nos permitan avanzar en el conocimiento del proceso de desestructuración y de crisis que viven los productores de los distritos de riego en México, así como las formas sociales y productivas que aparecen en gestación. 

Aclaraciones conceptuales

Antes de abordar el desarrollo de los capítulos es importante hacer algunas aclaraciones acerca de nuestra posición respecto de lo que vamos a entender por modernidad, crisis e identidad social y la relación entre estructura, prácticas sociales e identidades.

El tema de la identidad social es reconocido como un tema central en el quehacer sociológico.[2] En las corrientes sociológicas contemporáneas, los temas de la identidad y la crisis de la misma, están planteados en relación con las características y los problemas que enfrentan las sociedades contemporáneas, posmodernas, postindustriales, complejas, modernidad reciente, etcétera, relacionado, a su vez, con el tema de la globalización, mundialización, universalización u otras acepciones. En estos enfoques, las sociedades actuales tienen dificultades en el plano de la subjetividad de los individuos y esto es ocasionado por las transformaciones ocurridas en los ámbitos de la organización social, cultural y simbólica de las sociedades occidentales que, desde esta perspectiva, han desarticulado la correspondencia entre las realidades objetiva y subjetiva. Para Luhmann, por ejemplo, estos niveles de complejidad de las sociedades contemporáneas se deben al proceso de diferenciación funcional del sistema social en distintos subsistemas especializados, así como a la diferenciación que se produce, al mismo tiempo, dentro de estos subsistemas en nuevos subsistemas, con funciones cada vez más específicas, resultando de ellos dos aspectos fundamentales: la autonomía e interdependencia de los distintos subsistemas sociales, separación de lo económico, lo político, lo cultural, etcétera, y la pluralidad de significados y perspectivas, es decir, la diferenciación en subsistemas tiene como consecuencia que la experiencia se constituya en varios niveles, de los que se desprenden la multiplicidad, la variedad y la discontinuidad de los códigos de comunicación en cada ámbito de actividad social (Luhmann, 1991, citado por Gleizer Salzman, 1997: 19). 

A diferencia de este autor, Giddens prefiere referirse a este proceso como “el desenclave de las instituciones sociales”. Utiliza este término en contraposición con el de diferenciación que es utilizado para oponer los sistemas premodernos a los modernos. Para este autor, “la diferenciación implica imágenes de separación progresiva de funciones; los modos de actividad, organizados en las sociedades premodernas de manera difusa, se hacen más especializados y precisos con el advenimiento de la modernidad” (Giddens, 1991: 30). Para él esta imagen no logra captar un elemento esencial de la naturaleza y del impacto de las instituciones modernas: “la ‘extracción’ de las relaciones sociales de sus circunstancias locales y su rearticulación en regiones espaciotemporales indefinidas”. Esta “extracción” es exactamente lo que implica el concepto de desenclave, explica la tremenda aceleración del distanciamiento en el tiempo y el espacio introducido por la modernidad.[3]

Esta situación, entonces, trastoca el ámbito de las relaciones sociales, ya que se transforma la naturaleza de la interacción, tienden a desaparecer las relaciones cara a cara y se apoya cada vez más para su reproducción en las propias condiciones estructurales, resultando un conjunto de interacciones despersonalizadas y abstractas y una diferenciación creciente entre la esfera de lo público y lo privado (Gleizer Salzman, 1997: 25). 

Desde su perspectiva, Giddens señala que es en un extremo de la interacción entre lo local y lo universal donde se localiza lo que él llama la “transformación de la intimidad”. Por ello, la universalización[4] refiere a la intersección de presencia y ausencia, al entrelazamiento de acontecimientos y relaciones sociales “a distancia” con contextos locales. También por tal causa, la conexión entre lo local y lo universal está vinculada a un conjunto de cambios profundos en la naturaleza de la vida cotidiana “la universalización se ha de entender como un fenómeno no dialéctico en el que los sucesos que se producen en un polo de una relación distante provocan a menudo situaciones divergentes o incluso contrarias en el otro” (Giddens, 1991: 25).

Para Giddens, los cambios en aspectos íntimos de la vida personal están directamente ligados al establecimiento de vínculos sociales de alcance muy amplio. No niega la existencia de muchos tipos de lazos intermedios, como entre entidades locales y organizaciones estatales, pero sostiene que el grado de distanciamiento espacio temporal introducido por la modernidad reciente se halla tan extendido que, por primera vez en la historia de la humanidad, el “yo” y la “sociedad” están interrelacionados en un medio mundial (Giddens, 1991: 48). 

Otro aspecto que se trastoca es el del lazo social predominante al perderse la centralidad del mismo como eje estructurador. El Estado, como institución garante del orden social, tiende a modificar los tipos de lazos sociales; éstos ya no se sustentan primordialmente en la lógica del pacto social, ni tienden a inscribirse en un proyecto político orientado hacia el futuro o en grandes relatos colectivos. De la misma manera se presenta cierto debilitamiento de “lo social” como aquello que descansaba en la asociación racional de los individuos con una identidad precisa y una estructura autónoma, expresadas en la pertenencia a organizaciones y grupos estables, como la clase, el partido o el sindicato. Lo que se observa en la actualidad, desde esta perspectiva, son actores sociales fragmentados, temporales, que surgen y desaparecen, que tienden a tornar obsoleta la estructura organizativa y que nos hablan de la emergencia de nuevas formas de vínculo social, basadas en una dimensión de afecto y solidaridad: “antes que un proyecto de largo plazo, la realización en el presente de la pulsión por estar juntos”.

El problema de la identidad, entonces, resulta de la dificultad cada vez mayor de crear un sistema simbólico englobante, papel que de manera prioritaria jugó el Estado pero que se pierde con la autonomización y diferenciación de los subsistemas; por ello, “la identidad como problema surge cuando hay un grado relativamente alto de diferenciación entre la personalidad y el sistema social” (Sciolla L. s/f, citado en Gleizer Salzman, 1997: 33). 

Surge así el enfoque analítico de los movimientos sociales de nuevo tipo y su papel en la conformación de las identidades sociales. Desde esta perspectiva, los conflictos se desplazan ahora hacia la defensa y la reivindicación de identidad, contra los aparatos distantes e impersonales que hacen de la racionalidad instrumental su “razón” y, sobre esta base, exigen una identificación. “Las demandas antagónicas no se limitan a atacar el proceso de producción, sino que consideran el tiempo, el espacio, las relaciones y los individuos”. Por ello, producir no significa solamente transformar los recursos naturales y humanos en valores de cambio, organizando las formas de producción, dividiendo el trabajo e integrándolo en el complejo técnico-humano de la fábrica. “Significa, por el contrario, controlar sistemas, cada vez más complejos, de información, de símbolos y de relaciones sociales” (Melucci, 1983: 82).

Otro enfoque de la identidad surge a partir de considerar la desintegración de las estructuras tradicionales de poder y de las unidades, tales como nación, clase, partidos, etcétera, resultado de la desagregación del sistema vigente en el seno de una globalización en marcha. Esto tiene como consecuencia la preeminencia e importancia cada vez mayor de los lazos comunitarios, los que se conforman en uno de los pocos referentes válidos ante la incertidumbre de los cambios. Esto da como resultado, por un lado, la crisis de las identidades tradicionales y, por el otro, la reconstitución de nuevas identidades en un nuevo nivel, es decir, al perder fuerza el concepto de soberanía nacional la identidad “nacional” pierde significado y comienzan a surgir las soberanías regionales y étnicas para colocarse en el primer plano de la actuación política de los diferentes grupos que interactúan. En esta perspectiva, lo identitario tiene un doble carácter: por un lado, se opone al cambio y, por el otro, es a su vez generador del cambio (García de León, 1997; Hobsbawm, 1997). 

Como indica García de León, 

Estamos viviendo el vórtice de una gigantesca “revolución cultural mundial”, en el centro de una extraordinaria disolución de las normas, tejidos y valores sociales tradicionales, que han hecho que muchos grupos sociales del mundo actual se vean y se sientan desposeídos. Una revolución que ha acelerado por lo mismo la recomposición de los tejidos sociales bajo nuevos referentes también simbólicos (García de León, 1997).

Es así, entonces, que la identidad tiene un carácter múltiple, además de tener ritmos históricos diferenciales en su constitución y en su crisis. Por ello, el problema de la identidad no puede disociarse del largo proceso histórico que llevó a la conformación de las regiones, las que se cristalizan, en el caso de México, en la segunda mitad del siglo xviii. Estas regiones que se constituyeron fueron formando parte de una sedimentación paulatina y cíclica que llevó un proceso de siglos de selección y dominación social. Los dominadores fueron imponiéndose a otra fracción social, que “fue asumiendo los elementos impuestos por los colonizadores, revistiéndolos de otro carácter y de otras funciones y conformando con ello una identidad propia, inserta en cada periodo de la historia como una sucesión de relaciones diversas entre las etnias dominadas y el sistema global” (García de León, 1997). Sin embargo, cuando los grandes apartados globales entran en crisis —como la que hoy vivimos y como la que se vivió en la Revolución mexicana— todo el conjunto tiende a revalorizarse y resemantizarse en una especie de “cambio de polo magnético”, adquiriendo nuevos significados y valores, y arrastrando al conjunto social regional a nuevas situaciones (García de León, 1997).

En este trabajo partimos de considerar el tema de la identidad como un problema complejo cuya resolución implica diferentes planos. Para los fines específicos de este estudio sólo retomaremos el nivel objetivo de construcción de las identidades tradicionales en los distritos de riego, resultado de un pacto fundante en la Revolución mexicana y de sus contradicciones. Nos interesa el tema de la modernidad, desde la perspectiva de la modernización, es decir, el proceso que desencadena la construcción de las formas sociales e institucionales que demandan las nuevas condiciones de expansión de las relaciones capitalistas y el carácter de las territorialidades que conforma. Nos interesa entender los ámbitos en los que se trastocan las relaciones de producción vigentes; los nuevos espacios que se generan y los vacíos que prevalecen y cómo todos estos elementos inciden en la crisis de estas identidades constituidas en los últimos ochenta años en el México posrevolucionario. 

Basándonos en este enfoque, consideramos central poner de relieve el vínculo teórico que puede establecerse entre las transformaciones que se dan en el ámbito estructural e institucional y las consecuencias que esos procesos pueden representar en términos de la conformación o crisis de las identidades colectivas.

Estructura, prácticas sociales e identidades

El vínculo que puede establecerse entre procesos macroestructurales e institucionales y prácticas sociales es retomado por Giddens cuando define al sistema social como la organización de prácticas sociales regularizadas, sustentadas en encuentros dispersos por un espacio-tiempo, es decir, el diseño de relaciones sociales por un tiempo, en un espacio. Así, plantea superar la dicotomía sistema/interacción, para plantear una interrelación entre las rutinas diarias de los agentes, la interacción entre ellos y los aspectos más institucionalizados de una sociedad. Para este autor, la fijeza de las formas institucionales no existe a despecho de los encuentros de la vida cotidiana, ni fuera de éstos, sino que está envuelta en esos encuentros mismos (Giddens, 1995: 103). En este sentido, Giddens plantea los conceptos de racionalidad y motivación de la acción de los agentes que serían los elementos más “individuales” de la acción, mientras que la institucionalización[5] y los rasgos estructurales de sistemas sociales pueden presentar “directrices generales” para la acción. En ese sentido, tanto las interacciones cotidianas, como los aspectos más institucionales, se encuentran compenetrados, por lo que podría suponerse que, al haber alteraciones en algún aspecto, cambiarían las relaciones sociales y, por lo tanto, el sistema social en su conjunto. 

A estos conceptos, agrega la noción de estructura, concebida en referencia a reglas y recursos. El concepto de estructura remite a las propiedades articuladoras que permiten la ligazón de un espacio-tiempo en sistemas sociales: las propiedades por las que se vuelve posible que prácticas sociales discerniblemente similares existan a lo largo de segmentos variables de tiempo y espacio y que presten a éstos una forma sistémica. Una de las tesis principales de su teoría es que las reglas y recursos que se aplican a la producción y reproducción social, además son los medios para la reproducción sistémica.

Considerando estos conceptos es posible plantear que si se producen alteraciones en las reglas y recursos, es decir, a nivel de las estructuras y, por lo tanto, en el ámbito de las relaciones sociales que se desarrollan en un tiempo y espacio, o lo que es lo mismo, de un sistema social, se puede desarrollar un proceso de desorganización, desestructuración y, eventualmente, crisis en los actores que forman parte de dicho sistema y, en consecuencia, crisis en las identidades de los mismos. La crisis en la identidad de éstos, se podría facilitar así por una desestructuración o desaparición de las reglas y procedimientos tradicionales que daban sustento y coherencia a la relación entre los actores, como es el caso de estudio, donde se produce una desarticulación y cambio de las reglas, procedimientos, instituciones[6] y organizaciones que dieron lugar a la relación entre los actores sociales ejidatarios/campesinos y el Estado-nación.

Por otra parte, diversos autores reconocen y resaltan la dimensión relacional y las relaciones sociales, como uno de los componentes fundamentales en la definición de las identidades. Es decir, las relaciones que se establecen entre los individuos o grupos, con otros, son centrales a la hora de la definición de la identidad. Así, para un conjunto de individuos, un grupo o actor social, la vincu-lación con otros actores es central en la definición de su identidad. En esta definición, la existencia de rutinas y la interacción con otros, es fundamental. Como señalan Berger y Luckmann, los otros ocupan una posición central en el mantenimiento de la realidad subjetiva y en la confirmación continua de la identidad. En ese sentido, la identidad subjetiva es precaria, ya que depende de las relaciones del individuo con otros significantes que pueden variar o desaparecer. Si hay alteraciones de “rutinas” —entendidas como comportamientos sociales recurrentes— se pueden producir alteraciones importantes en las identidades de los actores sociales (Berger y Luckmann, 1995). 

Por su parte, Melucci, al referirse específicamente a la definición de identidades individuales y colectivas, postula que:

El primer problema que surge, a propósito de la identidad, es la dificultad de separar identidad individual e identidad colectiva, de hablar de la identidad de un sujeto sin referirse a las raíces relacionales y sociales de dicha identidad”, y continúa: “Si nos referimos estrictamente a la experiencia humana, podemos hablar de identidad a propósito de un individuo o de un grupo, pero en los dos casos encontramos estos tres elementos: permanencia y continuidad de un sujeto individual o colectivo, más allá de las variaciones en el tiempo y de las adaptaciones al ambiente; delimitación de este sujeto respecto de los otros; capacidad de reconocerse y ser reconocido (Melucci, s/f).

Así, la identidad de un grupo variará, se modificará o entrará en crisis, en caso de no tener la capacidad de autorreconocerse y/o no ser reconocido por otros. 

Quien también da relevancia al proceso de construcción de la identidad, como un fenómeno con componentes sociales, es Gilberto Giménez; él señala que la identidad se construye de manera intersubjetiva y relacional, lo que significa que es resultado de un proceso social, en cuanto surge y se desarrolla en la interacción cotidiana con los otros. Asimismo, la identidad “constituye la dimensión subjetiva de los actores sociales que en cuanto tales están situados ‘entre el determinismo y la libertad’” (Giménez, 1992: 188), en el sentido que se conforma de acuerdo con las estructuras sociales más amplias, pero también se vincula a procesos de experiencia personal. 

La identidad de un grupo, entonces, debe ser reconocida por otros para que se desarrolle, como plantea Melucci, “la auto-identificación de un actor debe gozar de un reconocimiento intersubjetivo para poder fundar la identidad de la persona […] la unidad de la persona, que es producida y mantenida a través de la auto-identificación, se apoya a su vez en la pertenencia a un grupo, en la posibilidad de situarse en el interior de un sistema de relaciones” (Melucci, s/f). Siguiendo esta idea, podría pensarse que cuando ese sistema de relaciones cambia, desaparece o entra en crisis, la auto-identificación también lo hace, como puede suceder en el caso de los actores sociales analizados. 

Desde otra perspectiva, la identidad de un colectivo es esencial para el desarrollo de la acción, en tanto que a partir del reconocimiento de sí mismo y de lo que Melucci llama el “campo de su acción” (relaciones con otros actores, disponibilidad de recursos, oportunidades, limitaciones), es capaz de constituirse como un colectivo a partir del ajuste de tres tipos de orientaciones: “aquellas relacionadas con los fines de la acción (por ejemplo, el sentido que tiene la acción para el actor); aquellas relacionadas con los medios (por ejemplo, las posibilidades y los límites de la acción), y finalmente aquellas referidas a las relaciones con el ambiente (por ejemplo, el campo en el que tiene lugar la acción)” (Melucci, 1991: 358). Así, si se producen rupturas y cambios en cuanto a los fines de la acción, los medios o el ambiente, es posible llegar a presenciar crisis en la identidad colectiva.

Con base en las definiciones e interrelaciones planteadas anteriormente podemos afirmar, por una parte, que la definición que un grupo social un colectivo hace de sí mismo, es decir, su identidad social, estará vinculada inexorablemente con las relaciones sociales que establezca con otros actores individuales y colectivos. Asimismo, las relaciones sociales institucionalizadas y los rasgos estructurales no pueden separarse de las prácticas sociales cotidianas de dichos actores y de la consistencia en su definición, por lo cual, al haber cambios en las rutinas, reglas y recursos, pueden producirse alteraciones en los sistemas sociales, por lo tanto en las prácticas cotidianas de los mismos y en la definición de sus identidades; con esta perspectiva pasaremos a dar cuenta de los procesos de la modernización de la agricultura en los distritos de riego en el país. 


Capítulo I 

Aspectos centrales de la Reforma Agraria en México: un breve recuento

Para comprender los cambios que se dan con la aplicación del modelo modernizador, considero necesario hacer un breve recorrido de cómo se fue conformando la relación entre los productores agrícolas y el Estado a partir de la instauración de la política agraria en el país. A lo largo de casi setenta años se fue conformando un complejo marco legal e institucional que pautó las relaciones sociales en el campo y fue uno de los ejes centrales para el logro de la estabilidad del sistema político en el país. En este capítulo presentamos un breve recuento de los aspectos centrales de la Reforma Agraria en México, del cómo se generó este marco legal-institucional para el sector agrícola a lo largo del tiempo para construirse en la expresión central del pacto fundante del México posrevolucionario.

Primera etapa de la Reforma Agraria (1915-1935)

Como plantean varios autores, el proceso de Reforma Agraria fue uno de los motivos centrales, a la vez que una de las consecuencias más importantes de la Revolución mexicana. Desde el punto de vista legislativo, se podría decir que la Reforma Agraria se inicia en México con la ley del 6 de enero de 1915[1] y el artículo 27 de la Constitución de 1917.[2] Este último surge como resultado de las presiones de las masas campesinas al grupo en el poder que se ve obligado a otorgar reivindicaciones agrarias con el fin de continuar gobernando el país (Gutelman, 1974: 87; Centro de Investigaciones Agrarias, 1974: 23). A pesar de esta aceptación en la legislación, tuvieron que pasar algunos años para que se llevaran a la práctica sus disposiciones legales.

Esta primera etapa, que incluye los regímenes que van desde Carranza hasta Abelardo Rodríguez se caracteriza, en términos generales, por un fuerte enfrentamiento entre campesinos que pedían la restitución de sus tierras y la oligarquía terrateniente que se oponía rotundamente a perder sus privilegios. Por otra parte, la burguesía emergente que había tomado el control del gobierno, algunos desprendidos de la fracción triunfante de la revolución y otros que, en parte, provenían de esta misma oligarquía, veían la necesidad de poner a producir las grandes extensiones acaparadas por terratenientes, ausentistas e improductivos en su mayoría. Con este fin daban todo su apoyo a la creación y consolidación de la pequeña propiedad. Es entonces que la figura de la pequeña propiedad sustituye, en el marco legal, a las grandes extensiones latifundistas en el ámbito de la propiedad privada. Sin embargo, el amplio espectro del campesinado que pugnaba por la tierra como un derecho del que había sido despojado, no tenía cabida en esta concepción. Para ellos se preveía la figura del ejido, el que era considerado por la fracción gobernante como un campo de entrenamiento del campesino para que, a la larga, se convirtiera en pequeño propieta­rio; mientras llegaba este momento, la parcela le serviría como complemento para el sustento familiar y como un espacio de “entrenamiento” productivo (Simpson, 1952: 55; Centro de Investigaciones Agrarias, 1974: 21; Silva Herzog, 1974: 388).

En 1920, bajo el gobierno provisional de Adolfo de la Huerta, se promulgó la primera Ley de Ejidos, señalando que lo que debía entregarse era la parcela mínima para ser capaz de producir un ingreso dos veces superior al promedio del salario local, cuestión que fue difícil de cuantificar. La ley también dispuso “Comités de Explotación del Ejido”, para representarlo y responsabilizarse hasta la división del mismo y la distribución de tierras. Un decreto de 1921 anuló la ley anterior, se simplificó y aceleró el procedimiento para la entrega de tierras y se establecieron las “Procuradurías de Pueblos”, para dar a éstos los servicios legales gratuitos, necesarios para solicitar tierras y poder negociar. En abril de 1922, el Reglamento Agrario establecía el tamaño de las parcelas individuales de 3 a 5 ha de terrenos de riego o equivalente (Silva Herzog, 1974).

En términos de reparto de tierra, Obregón y Portes Gil distribuyeron el mayor número de hectáreas. Fue precisamente el régimen del primero que se tomaron las medidas legales iniciales para proteger el desarrollo de la agricultura en su forma de explotación capitalista. Entre las disposiciones que éste estableció para lograr el desarrollo está el sistema de dotación provisional, cuya finalidad era terminar con los ataques de la propiedad privada. También introdujo el reglamento de 1922 en el que se disponía la intervención del latifundista y del juez, además de la del campesino y del Estado, como hasta entonces había sido, en lo referente a restituciones de tierra (Gutelman, 1974: 91). 

No obstante, la política agraria de Obregón fue criticada por distribuir tierras sin medida y de manera gratuita, sin estudiar previamente la calidad y las características de los terrenos, sin posibilidad de otorgar créditos, en suma, sin un plan elaborado por especialistas en la materia. “Hubo errores y abusos en la ejecución de las leyes y reglamentos agrarios durante el periodo presidencial del general Obregón. No pocas veces el interés político de los caciques se sobrepuso a las conveniencias económicas y sociales tanto de los labradores cuanto de los propietarios territoriales” (Silva Herzog, 1974: 311).

La fórmula por la que optaron estos primeros gobiernos revolucionarios, principalmente Obregón y Calles, para llevar a cabo las transformaciones de producción en el campo, fue la creación y apoyo a la formación de los “pequeños propietarios” y no mediante la vía de aceleración de las distribuciones de tierra a las comunidades que la demandaban (Gutelman, 1974: 91).

La actividad legislativa y la intensidad en el reparto de tierras, produjo reacciones entre los grandes terratenientes ante la amenaza de sus intereses, quienes organizaron en varias ocasiones pequeños ejércitos —guardias blancas— para luchar en contra de quienes solicitasen ejidos y hostilizar a quienes habían recibido sus terrenos (Silva Herzog, 1974: 287). Junto con los terratenientes estaban los grandes banqueros, industriales, comerciantes y altas autoridades eclesiásticas.

Finalizando 1925, el Congreso aprobó la Ley del Patrimonio Familiar Ejidal. El cambio más importante de la nueva ley era que ahora las tierras ejidales se distribuirían bajo la supervisión de los agentes gubernamentales y cada miembro recibiría su parcela, de la que no se le podía privar a menos que dejara de cultivar dos años consecutivos. La ley establecía que al otorgarse la parcela, los ejidatarios disfrutaban de un derecho de usufructo inalienable e inembargable, pero sin poder vender, hipotecar o arrendar a nadie. “Por tanto, el sistema que se adoptó […] consiste en la propiedad comunal y el aprovechamiento individual de las tierras permaneciendo el cultivo colectivo como una cosa opcional” (Eckstein, 1966: 53).

La asamblea general debía decidir si se trabajaban las tierras en forma individual o colectiva y, si era individual, se dividía la tierra entre los ejidatarios y se asignaban parcelas por sorteo. 

El cuerpo representativo […] era el comité ejecutivo del ejido, electo en el seno de la asamblea y que se encargaba de todos los asuntos del ejido en general. Su primera obligación era separar las diferentes partes que formaban el ejido, acompañado por el representante del Gobierno […] fundo legal, parcela escolar, terrenos de labor, pastizales y bosques y terrenos improductivos. Estas dos últimas categorías deberían ser explotadas en forma comunal en todos los casos y no podían ser divididas entre los miembros (Eckstein, 1966: 54). 

El tamaño de cada parcela no podía ser menor que el prescrito por las autoridades, aunque no hubiera tierras suficientes para satisfacer las demandas de todos los derechohabientes. El tamaño fue cambiando con el tiempo. A su vez, se establece en el ejido un fondo común con los ingresos provenientes de la explotación comunitaria de los pastizales, de los bosques, de contratos de arrendamiento de tierras comunes, de la indemnización por tierras ejidales, de cuotas acordadas por la asamblea o de cualquier otro ingreso. Para acceder al crédito oficial, los ejidatarios debían conformar una sociedad de crédito ejidal, no de manera individual. Esta sociedad debía realizar préstamos a sus socios y asumir las responsabilidades frente al banco.

La forma organizativa del ejido, sin embargo, se prestó para la manipulación por parte de los dirigentes. El sistema de repartición de las parcelas por parte del comité entre los ejidatarios, “originó una gran corrupción entre los líderes locales […] y se volvió un arma de presión política contra los campesinos, los cuales estaban temerosos de que les privaran del derecho de su parcela si eran ‘malagradecidos’ con los políticos locales” (Eckstein, 1966: 52). 

En enero de 1926 se promulgó la Ley de Riegos, se aprobó que todas las tierras abiertas al cultivo por medio del riego público deberían dividirse en lotes familiares asignados no a ejidatarios ni a grandes propietarios, sino a lo que denominaban “campesino medio”, que ocupaba un grado social y cultural entre los dos extremos. Se pensaba así que, por un lado, se reforzaría la pequeña propiedad a la vez que se impulsaba el desarrollo de una clase media rural (Eckstein, 1966: 55). En febrero de ese mismo año se promulgó la Ley de Crédito Agrícola, influenciada por las doctrinas cooperativistas de la época. Se orientaba a organizar un sistema nacional de financiamiento para la agricultura por medio de la creación de bancos y sociedades de crédito.

Más adelante se inauguró el Banco Nacional de Crédito Agrícola y cuatro Bancos Regionales Ejidales. En abril de 1927 se promulgó la Ley de Restitución y Dotación de Tierras y Aguas, que fue el primer intento de constituir un código agrario.

Durante el periodo 1928-1934, se expidieron un gran número de leyes sobre asuntos agrarios; de las catorce expedidas el más importante fue el Código Agrario, promulgado el 22 de marzo de 1934. 

De acuerdo con Eckstein, la solución del problema agrario, tal como se planteaba hacia el final del periodo, estaba expresada en la plataforma política de un nuevo partido —el Partido Nacional Revolucionario—, organizado en 1929, que planteaba que la política agraria debía tender a distribuir la tierra entre los campesinos que la trabajaran directamente junto a sus familias y destruir el sistema de latifundios. El programa —como señala Eckstein— veía al ejido sólo como una solución parcial y temporal para las clases rurales de menores ingresos, hasta que pudieran alcanzar el nivel medio rural. Sólo fue con Cárdenas que este criterio cambió (Ekstein, 1966).

Para sintetizar, puede afirmarse que este primer periodo se caracterizó por una intensa y contradictoria legislación agraria, el apoyo y consolidación de la “pequeña propiedad”, la concepción del ejido como la de un campo de entrenamiento de futuros pequeños propietarios y como complemento salarial, y la persistencia de fuertes luchas entre la oligarquía terrateniente y el campesinado.[3]

A la vez, puede resaltarse que la entrega de tierras a ciertos estratos de la población rural, fue un elemento que otorgó cierta legitimidad, en un primer momento, al nuevo orden político que se instauraba en el país,[4] lo cual sería reforzado en el periodo siguiente, durante el gobierno del general Lázaro Cárdenas.

Cardenismo (1935-1940)

Cuando Cárdenas sube al poder se enfrenta, por un lado, con una masa campesina inconforme por el incumplimiento de la Reforma Agraria y, por el otro, con la necesidad de incrementar la producción agrícola del país para dar respuesta a la demanda nacional y a las exportaciones. Cárdenas, apoyado por el ala izquierda del Partido Nacional Revolucionario, y con base en el Plan Sexenal, elaborado de acuerdo con el pensamiento agrario de este grupo, se dispone a llevar a la práctica la Reforma Agraria en el campo mexicano.

El gobierno del presidente Cárdenas representó el punto más importante de impulso a la reforma agraria y a acuerdos sociales derivados de la Revolución mexicana. En el ámbito agrario, las tierras distribuidas en su gobierno y los ejidos creados casi duplicaron en número los de las dos décadas anteriores y posteriores. En relación con los ejidos colectivos, su inicio debe situarse definitivamente en este periodo (Eckstein, 1966). 

El Plan Sexenal diseñado en este periodo refleja con claridad el proyecto de política para el campo en el gobierno cardenista. Algunos puntos importantes al respecto son los siguientes: 

    
    a) Se consideraba como el problema social de mayor importancia el relativo a la distribución de las tierras y su mejor explotación;

    b) La finalidad de los repartos era lograr la liberación económica y social de los grandes núcleos de campesinos que trabajaban directamente la tierra y convertirlos en agricultores libres, dueños de la tierra y capacitados para aprovechar y obtener el mayor rendimiento de su producción; 

    c) Se reiteraba el apoyo a la pequeña propiedad y al fraccionamiento de los grandes latifundios; 

    d) Proponía la revisión de las leyes agrarias y la creación de un departamento autónomo, Departamento Agrario, para sustituir a la Comisión Agraria;

    e) Proponía la reivindicación económica y social de los trabajadores agrícolas mediante la rigurosa aplicación de las disposiciones concernientes a la Ley Federal del Trabajo; 

    f) Se reconocía la necesidad de responder al problema de la tierra de modo integral, es decir, “la redención económica y social de los campesinos mexicanos” dándoles, además de la tierra y el agua, la organización en todos sus aspectos y “capacitarlos económicamente para asegurar la mayor producción agrícola del país” (Silva Herzog, 1974: 391-395). 



Como era evidente, la fracción de los grandes terratenientes esperaba que este plan fuera uno más de los tantos que se habían elaborado en cada cambio de gobierno. Nunca se esperó que se llevara efectivamente a la práctica. Una de las primeras medidas tomadas por Cárdenas para lograr el apoyo de las masas y poder llevar a la práctica esta reforma, fue la unificación de los campesinos del país y de los obreros en sindicatos que fueron incorporados, como sectores fuertes, al naciente Partido Nacional Revolucionario. 
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